Comisión de Ganadería, Versión Taquigráfica N* 188 de 
Agricultura y Pesca 2010 
Carpeta_N* 3437 de 2009 


RECURSOS HIDROBIOLÓGICOS 


Se declara de interés general su conservación, 
investigación y desarrollo sostenible 


CÁMARA DE ARMADORES DE EMBARCACIONES 
PESQUERAS DEL URUGUAY 
(CAPU) 


CÁMARA DE INDUSTRIAS PESQUERAS DEL URUGUAY 
(CIPU) 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Hermes Toledo Antúnez. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alberto Casas, Hugo Dávila, Rodrigo Goñi Romero, Graciela 
Matiauda Espino y Mario Perrachón. 


INVITADOS: Por la Cámara de Armadores de Embarcaciones Pesqueras del Uruguay (CAPU), señores 
Ricardo Piñeiro, Presidente; Juan Enrique Laxague, Secretario; Ricardo Fernández, 
Miembro; Juan Carlos Sírtori y Amaro Flores, Socios. 


Por la Cámara de Industrias Pesqueras del Uruguay (CIPU), señores Marcelo Molina, 
Presidente y Mateo Frugoni, Secretario. 


SEÑOR PRESIDENTE (Toledo Antúnez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


——- La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene el gusto de recibir a los señores Marcelo Molina y 
Mateo Frugoni, de la Cámara de Industrias Pesqueras del Uruguay, y a los señores Juan Carlos Sírtori, 
Ricardo Piñeiro, Amaro Flores, Juan Laxague y Ricardo Fernández, de la Cámara de Armadores de 
Embarcaciones Pesqueras del Uruguay. 


La Comisión quiere conocer la opinión de las Cámaras sobre el proyecto de ley. relativo a recursos 
hidrobiológicos, mediante el que se declara de interés general su conservación, investigación y desarrollo 
sostenible. 


SEÑOR PIÑEIRO.- Soy el Presidente de la Cámara de Armadores de Embarcaciones Pesqueras del 
Uruguay. 


Voy a leer un documento que elaboramos. 


Dice: "La Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay (CAPU), fundada en el año 1970 agrupa el cien por 
ciento de la flota pesquera corvinera y un 50% de la flota cuya especie principal es la merluza, también tiene 
la representación de cuatro plantas pesqueras.- Es imprescindible recordar que en el punto de partida, el 
Poder Legislativo legitimó para el Estado su plataforma continental y reivindicó el derecho de estudio del 
continente Antártico, buscando impedir que flotas extranjeras aprovechasen indiscriminadamente las 
reservas, fuente con la cual se debería tonificar nuestra economía y resolver los problemas de subproducción, 
subconsumo y subnutrición.- Es claro que a través de estos 40 años, el sector pesquero se ha constituido en 
una realidad sobre la que reposa el desarrollo de la economía nacional.- Las empresas nacionales de 
armadores e industriales, han sido pioneras en la inversión, el desarrollo y perfeccionamiento del sector, la 
incorporación de especies y productos a la cadena productiva y de comercialización, la apertura de mercados, 
la creación de fuentes de trabajo y la contribución al erario.- La posición de los empresarios privados 
armadores, industriales, agentes económicos y proveedores vinculados a la pesca los ubica como actores 
fundamentales para el desenvolvimiento de un sector que, pese a su pujanza, durante años permaneció 
inexplorado y tuvo que ser construido a partir de cero.- Se trata de una actividad que ha crecido y madurado. 
Sin embargo, existe conciencia en el empresariado acerca de que resulta necesario incorporar correctivos, 
impulsar su sostenimiento, dotarla de soportes con las que enfrentar los avatares de factores internos y 
externos que golpean fuertemente su viabilidad y, por sobre todas las cosas, evitar políticas erráticas o 
incongruentes con un proyecto de auténtico desarrollo del sector.- La Cámara entiende que la presente 
Administración debería comprender que la pesca constituye un objetivo trascendente con proyección 
nacional. Los proyectos y acciones del Gobierno y de los Ministerios encargados de orientar y promover las 
actividades de captura, industrialización y comercialización de nuestras pesquerías, deberán 
indispensablemente generar una política estratégica para el país de los próximos veinte años, dotando al 
sector de un rumbo y normas claras capaces de promover y dar certezas a los inversores y emprendedores.- 
Por eso, la gremial empresarial es unánime en expresar que no alcanza con instrumentar formas de regulación 
represiva, generar más andamiajes burocráticos y administrativos ni centralizar los ámbitos de decisión y 
gestión. La experiencia acumulada ha demostrado que muchas de estas acciones seguirán siendo 
insustanciales por responder a una gestión de corto plazo. Ninguna política de este tipo por más autoritaria 
que pretenda ser ha contribuido en el pasado, ni contribuirá en el futuro a aplicar efectivamente o siquiera a 
hacer posible que se apliquen, regulaciones que no logran conciliar la realidad con una visión y una misión 
que respondan a un proyecto pesquero centrado en el propósito de una eficiencia productiva y de resultados 
positivos para el país.- En este sentido, la CAPU ha expuesto con reiteración que para determinar los 
objetivos y definir los medios necesarios para alcanzarlos, se torna insustituible una previa evaluación 
equilibrada, informada y compartida con todos los actores.- Entendemos que el presente proyecto genera 
incertidumbre propia de un esfuerzo no comprendido y el sentimiento de imposición unilateral de un 
proyecto regulatorio no compartido. Porque no es razonable que, más allá de las convicciones e intereses 
sectoriales o ideológicos, la mayoría de las propuestas empresariales sean desechadas de plano. Tampoco es 
atendible que se elabore un proyecto de ley con el mensaje de que el mismo resulta inmodificable para el 
proponente.- Por eso la Cámara se ve en la imperiosa necesidad de reiterar un conjunto de lineamientos 
centrales que conforman lo que ha sido y es la perspectiva empresarial que somos conscientes de que no ha 
de ser la única que oriente las definiciones comunes sobre los que ha de fundarse la discusión de política 
pesquera del país: Los ENUNCIADOS básicos deberán contemplar: 1 potenciar el desarrollo de empresas 
competitivas; 2 instrumentar acciones concretas que posibiliten la viabilidad económico financiera de las 
mismas; 3 fomentar la impostergable renovación de las estructuras productivas de extracción y captura; 4 
viabilizar la adecuación de la infraestructura de industrialización, transformación y agregación de valor a la 
materia prima; 5 coadyuvar en el desarrollo de políticas de comercialización de los productos pesqueros a 
través de la marca 'Uruguay”; 6 promover medidas compensatorias de los desequilibrios económicos y 
sociales que generan las medidas de preservación; 7 de los recursos y las políticas que se adoptan respecto de 
cuotificación de pesca en aguas compartidas.- En la actual coyuntura del sector pesquero nacional, nuestra 


Cámara considera indispensable la adopción de MEDIDAS y ACCIONES ESTRUCTURALES que 
posibiliten: 1 contar con un marco regulador del estatuto del trabajador de la pesca que recoja la experiencia 
de la negociación colectiva desarrollada desde 1985 hasta el presente, de forma de suplir el vacío normativo 
que ha dejado la derogación del Decreto-Ley 15.523 y de brindar seguridad jurídica a todos los actores del 
sector embarcado; 2 asumir el indispensable compromiso de dotar de una adecuada continuidad a los 
procesos productivos del sector, en particular aquellos vinculados con la extracción y captura del recurso; 3 
mantener la vigencia del art. 28 de la Ley N* 13.833 sobre no limitación de la jornada laboral dada la 
especificidad de la actividad pesquera; 4 flexibilizar la Ley N* 18.498 sobre los porcentajes de tripulación 
extranjera en embarcaciones de matrícula nacional; 5 extender las autorizaciones o permisos para desarrollar 
actividades de extracción o captura por un plazo no menor a 15 años, sin perjuicio de establecerse por ley 
aquellas causales expresas que provocan la pérdida o caducidad de las mismas; 6 establecer que la titularidad 
de las mismas corresponda tanto a personas físicas como a personas jurídicas legalmente constituidas, 
conforme a las normas generales que rigen en el ordenamiento nacional; 7 ratificar la transferibilidad, 
inembargabilidad y suplantación transitoria de las autorizaciones o permisos de pesca; 8 mantener la 
calificación de las autorizaciones o permisos de pesca previstas por el art. 16 del Decreto 149/97; 9 
estructurar un órgano rector con competencias consultivas, de ejecución y contralor de las políticas pesqueras 
nacionales, constituido como persona pública no estatal, a semejanza de numerosas experiencias concretas 
vigentes en el país en otros sectores, incluso similares; 10 la integración de su Directorio ha de contar 
necesariamente con representantes de las organizaciones empresariales; 11 separar las funciones de policía o 
contralor de las actividades pesqueras de las funciones sancionadoras, atribuyendo estas últimas a un tribunal 
especializado; 12 determinar que los proventos que se recauden (tasas, sanciones pecuniarias, etc.) se 
destinen exclusivamente a un Fondo Estructural de investigación y desarrollo pesquero". 


Esta es la visión de nuestra Cámara sobre lo que tendría que contener una ley relativa a la pesca. 


SEÑOR FLORES.- Quisiera hacer dos o tres puntualizaciones, porque el sector de la pesca en general 
es poco conocido, sobre todo el empresarial y no se tiene claro cuál es nuestra forma de trabajar. 


El sector surge como actividad industrial hace unos treinta o cuarenta años, es decir, no hace demasiado 
tiempo, y desde entonces ha tenido un crecimiento importante. Si ustedes miran nada más que las estadísticas 
que tiene DINARA en su página web podrán comprobar que mientras en el año 1992 se exportaron 

US$ 80:000.000, en 2008 fueron US$ 200:000.000 y en 2009, US$ 180:000.000. 


Quiere decir que es un sector pujante, que ha ido creciendo en importancia en la economía nacional. 


En todo este tiempo permanentemente ha habido variaciones de especies y de exigencias a las cuales nos 
hemos adaptado. La pesca es una actividad exportadora en más de un 90%. Tenemos competidores con las 
mismas especies muy cerca, como Argentina y Brasil, que son de peso y tienen mucho más volumen que 
nosotros. Exportamos a mercados que nos ponen exigencias y en los cuales somos tomadores de precios. Sin 
embargo, nos hemos adaptado a todo eso y hemos podido crecer. 


Hay inversiones grandes que muchas veces no se conocen. Por ejemplo, es de público conocimiento que hace 
dos años vinieron representantes de la Unión Europea y muchas plantas quedamos fuera de ese mercado. 
Pero también es cierto que en un año la mayoría de esas plantas volvimos a quedar dentro del mercado de la 
Unión Europea. Hicimos las inversiones que se necesitaban, hicimos las gestiones, los trámites y las 
modernizaciones requeridas y nuevamente estamos habilitados. Todo eso es inversión. 


La ley que se pueda hacer tiene que ayudar a seguir desarrollando un sector de la actividad del país cuya 
importancia, muchas veces, no se conoce. No debe limitarse a poner controles, en ocasiones, excesivos, que 


no son claros. 


Entonces, este proyecto de ley que va a seguir adelante, como corresponde requiere de una discusión mucho 
más pormenorizada de cada uno de los aspectos de este tema, que son un montón. 


SEÑOR MOLINA.- Soy Presidente de la Cámara de Industrias Pesqueras del Uruguay. 


Quisiera hacer alguna reflexión complementaria a lo que decía el señor Presidente de CAPU, aunque creo 
que el documento a que ha dado lectura es muy completo. 


Desde que se dieron los primeros pasos para este proyecto de ley nuestra Cámara reflexionó acerca de si era 
necesaria una nueva ley que trajera aparejados mayores beneficios o correcciones de deficiencias que pudiese 
tener la anterior. Siempre nos hemos encontrado con argumentos muy reiterados, pero que hemos 
considerado que tienen poca sustancia en el contenido. Decir que se trata de una ley vieja porque es del año 
1969 no es decir mucho. En definitiva, ¿qué es lo que debemos modificar de esa ley de 1969 para 
rejuvenecerla y se adapte a las necesidades y, concretamente, qué va a establecer para la mejora y el 
desarrollo del sector pesquero nacional? Ahí es donde no encontramos mucho cambio; hay más cambios de 
contenido de tipo formal que otros que hagan al fondo del tema. Sí encontramos que contempla, y en cierta 
forma recoge, antecedentes de Tratados, Acuerdos que ha hecho el Uruguay, nuevas disposiciones de la 
Convención de Naciones Unidas y demás, pero eso hace a lo formal. Incorpora el tema de la acuicultura, que 
no necesariamente tiene porqué ser incluido a través de una nueva ley de pesca general, ya que perfectamente 
podría haber una ley de acuicultura. Además, incorpora bastante en la legislación desde el punto de vista de la 
pesca artesanal, aunque también cabe la misma reflexión, porque perfectamente podría existir un marco 
normativo para la pesca artesanal, lo que de hecho se ha dado en toda esta discusión a nivel de la DINARA, 
cuando fuimos convocados en diversas oportunidades para hablar de esto. Era como que estábamos hablando 
dos idiomas totalmente distintos; la gente de la pesca nos escuchaba y decía: "¿Qué diablos estoy haciendo 
acá? ¿Para qué me llaman?", lo que resulta lógico porque el noventa por ciento de este texto no contempla 
sus realidades. 


Pero en concreto, en lo que hace a la pesca marítima, a la pesca tradicional y a la industria pesquera nacional, 
no visualizamos grandes cambios. Es algo que surgió por inercia, y creo que es muy propio de los uruguayos 
que visualizamos los problemas en algo más abstracto que no nos toque directamente. Entonces, ¿cómo 
arreglamos la pesca? Con una nueva ley de pesca. Pero una nueva ley de pesca no hace milagros. Desde 
nuestro punto de vista, los problemas que tiene la pesca, y donde hay que hacer hincapié, es en su propia 
gestión. Y al marco general que establece la Ley N” 13.833 no le encontramos mayores defectos que 
justifiquen un cambio normativo como este. Además, nos preocupan los vacíos legales que puedan quedar. 


Hice un comentario general sobre nuestra visión acerca de este proyecto de ley, pero yendo a los puntos en 
concreto que creemos que son perjudiciales, hay uno que es muy importante, y es que no ha quedado 
claramente establecido en el nuevo texto lo que plasmaba el artículo 28 de la Ley N* 13.833 que hace a la 
limitación de la jornada en materia pesquera. Ese artículo merece una lectura, ya que establece que: "Cuando 
las tripulaciones sean remuneradas bajo cualesquiera de las formas del régimen de pesca 'a la parte' o 
sistemas mixtos de éste, los tripulantes no estarán sujetos a limitación de jornada". Nuestra preocupación es 
que este nuevo proyecto no dice eso a texto expreso. La respuesta que se nos ha dado por parte de los 
asesores jurídicos de la DINARA es que la Ley_N” 13.833 no queda derogada, pues el artículo final del 
proyecto de ley expresa: "Deróganse todas las leyes y decretos que se opongan directa o indirectamente a la 
presente ley". Por lo tanto, la explicación es que como ese artículo 28 no está objetado en el nuevo proyecto, 
sigue vigente. No somos especialistas en el tema, tal vez sea así, pero creo que la claridad con que debemos 
manejarnos en él, debido a su importancia, amerita que lo remarquemos muy bien. Desde que la pesca es 
pesca, el sistema con que funciona en todas partes del mundo es el de remuneración a la parte, y eso está 
directamente vinculado a la limitación de la jornada. Ese es un principio que tenemos que salvaguardar como 
sea, porque el día que nosotros tratemos de modificar eso se termina la pesca, porque en nuestros barcos no 
estamos los dueños de las empresas ni los gerentes generales controlando esto, entonces hay un régimen de 
participación hasta de tipo societario: se gana en función de lo que se produce y no de otro tipo de 
remuneraciones porque no se cuenta con la supervisión adecuada a bordo de las embarcaciones. Ese es un 
punto que quiero resaltar, que tiene que quedar tremendamente claro. Si bien no se nos ha dicho que se 
deroga, creo que merece un signo de atención muy grande. A mi juicio, esa es la principal objeción u 
observación que uno puede hacer al texto de este proyecto de ley. 


Como dijo el señor Presidente de CAPU a través de la lectura del documento participamos del mismo 
sentimiento, y siguiendo un orden de importancia, en este nuevo proyecto de ley se habla de que los permisos 
de pesca son intransferibles. Según ese concepto el Estado es quien los da y quien los quita y no pueden estar 
en el comercio de los privados. Tal vez eso esté sustentado en algunas experiencias malas que han existido, 
de tenedores de esos permisos que han hecho un uso inadecuado o se han dedicado, en cierta forma, no a la 
actividad pesquera sino al comercio de los permisos de pesca. Pero eso no pasa por el tema normativo, y una 
norma de estas le quita total agilidad al sector, le quita posibilidades rápidas de desarrollo y de acceder a los 
recursos. Los vicios que se produjeron no se debieron a un tema normativo sino, tal vez, a mala gestión, 
supervisión o concesión de esos permisos. Pero limitar el acceso a esos recursos no es la mejor forma de 


protegerlos. Siempre vuelvo a lo mismo: tal vez los errores estén en la gestión y no en el aspecto normativo. 
De hecho, si un tenedor de un permiso no lo usufructúa en forma correcta, se lo elimina. Pero aquel que lo ha 
obtenido, ha desarrollado una pesquería, y el día de mañana decide transferirla, ha hecho toda una inversión 
en ese negocio. Tal vez puede decidir que no le sirve dedicarse al recurso de costa y quiera dedicarse al 
recurso de altura, o viceversa. Entonces, por qué, si ha sido un armador que ha cumplido, que tiene su 
empresa al día, que ha pagado sus obligaciones y demás, no puede tener hasta como una fuente de 
financiamiento del nuevo proyecto la posibilidad de transferir a aquel que desee adquirir esa licencia de pesca 
lógicamente como lo establece el Decreto 149/997- con la aprobación del Poder Ejecutivo. Si hay una 
concesión del Estado es lógico que, si el señor A quiere transferir al B un bien de carácter público, tenga que 
existir la aprobación del Poder Ejecutivo. Pero el hecho de ser intransferible nos encorseta y nos quita una 
movilidad que no parece la más adecuada a los tiempos que se necesitan a nivel industrial para la toma de 
decisiones. 


Tenemos ese mismo sentimiento cuando nos encontramos con las modificaciones del régimen jurídico de las 
sociedades anónimas para detentar estos permisos de pesca. Sinceramente no entendemos qué es lo que se 
pretende con la nominatividad de las acciones, más aún en algo que, como decíamos, es una concesión que 
otorga el Estado. El Estado lo da y si cumplo con lo que dice, lo tengo, pero si no cumplo el Estado me lo va 
a sacar, y me lo va a sacar aunque se trate de acciones nominativas, al portador, de una sociedad de 
responsabilidad limitada o de una persona física. |Eso no cambia. Más allá de que pueda haber opiniones en 
contrario en relación al campo, aquí no se trata de titulares de estancias sino de un bien del Estado, que lo da 
y lo saca cuando no se cumple. 


Reitero que los errores que ocurren en todo tipo de actividades no están dados porque alguien haya 
usufructuado un permiso bajo la modalidad de sociedad anónima con acciones al portador o nominativas. 


También nos parece que el régimen sancionatorio que se plantea es muy intenso. Se ponen multas de una 
cuantía muy grande y se trata de reglamentar y especificar mucho el tipo de sanciones y los motivos para 
aplicarlas. Eso no parece una medida de lo más adecuada porque, en cierta forma, limita las posibilidades de 
establecerlo en la reglamentación. Teniendo en cuenta el concepto de que la mejora está en la gestión, esto lo 
instrumentan los integrantes del Estado, que tienen que mejorar esa gestión. Entonces, otorgar una 
herramienta de esta potencialidad, donde se administran sanciones de miles de dólares a cantidades que hacen 
inviable cualquier emprendimiento, es un problema. Creo que hay que ser mucho más prácticos: se cumple o 
no, se mantiene o se pierde una concesión, pero no puede quedar librado a la interpretación del cuerpo 
inspectivo que esté actuando. Una posible solución es el tribunal del que hablaba el Presidente de CAPU. 


Otro tema importantísimo es el destino de esas multas. Se está entregando una herramienta muy potente a un 
grupo inspectivo y en el articulado no queda claro el destino de lo recaudado. Cuanto más lejos de ese cuerpo 
inspectivo pueda caer el producido, se obtendrá mayor transparencia. 


SEÑORA MATIAUDA.- ¿Cuando se empezó a tratar este proyecto de ley, ustedes fueron invitados a 
plantear lo que pensaban? 


SEÑOR MOLINA.- Sí, nos convocaron reiteradas veces. Tuvimos dos reuniones en este mismo ámbito 
y luego con la doctora Alvez en la parte instrumental. Todo lo que estamos planteando aquí es 
producto de lo que hemos volcado ante la DINARA. 


SEÑORA MATIAUDA.- No son los primeros invitados que recibimos que sienten que, a pesar de 
haber estado involucrados, este proyecto de ley tiene más flaquezas que firmezas. Como legislador, uno 
siente que no fue volcado en el proyecto lo que ustedes plantearon. 


SEÑOR PIÑEIRO.- Nosotros fuimos convocados, participamos activamente en los talleres y nuestros 
asesores jurídicos redactaron un documento que presentamos. Sin embargo, sentimos que nada de lo 
que planteamos y expusimos en algunos casos había consenso con los otros actores que estaban 
participando se ha tenido en cuenta en este proyecto. En las últimas instancias inclusive, estuvimos 
hablando con un delegado de la FAO que vino y expuso sus opiniones, pero el proyecto final no 
contempla prácticamente nada de lo que planteamos y expusimos. Reitero que nos lo tomamos en serio 
e, inclusive, entregamos documentos específicos. Cuando se nos entrega este proyecto en la DINARA, 


antes de ir al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, obviamente, planteamos que esto no era lo 
que se había tratado en los talleres. Ahí se nos comenta que los talleres no eran vinculantes y que 
teníamos la oportunidad de expresar nuestras inquietudes aquí, en el Parlamento, cuando se tratara el 
proyecto. Eso es lo que nos contestaron. 


SEÑOR CASAS.- Agradecemos su presencia y, por supuesto, la aclaración de muchos de estos temas. 


Este proyecto fue presentado por el ex Ministro Agazzi y el Director Montiel de la DINARA en la Legislatura 
pasada; en ésta vinieron los actuales Ministro y Director priorizando la ley de pesca como uno de los 
bastiones primordiales de la gestión de esta Cartera. Sin embargo, hemos recibido cantidad de delegaciones 
que participaron en los talleres y nos hemos quedado asombrados por lo poco que se ha recogido de ese 
trabajo que se hizo, no solo en el caso de ustedes sino también en el de los operarios y prácticamente todas 
las gremiales vinculadas al tema. 


Aquí se mencionaron las faltas de las empresas con respecto a las observaciones de la Unión Europea. En 
primer lugar, quisiera conocer su opinión sobre ese insuceso y si ustedes lo vinculan a un dejarse estar de las 
empresas o a falta de control de la DINARA y de las auditorías que debían llevarse adelante. 


En segundo término, quisiera saber en qué estado de situación está el tema hoy. Creo que esas observaciones 
se han levantado pero, ¿se sigue haciendo un control periódico, realizando auditorías y cumpliendo con las 
exigencias que en aquella oportunidad hizo la auditoría de la Unión Europea? 


También me interesa su opinión sobre algo que habrán visto en la prensa últimamente: las demandas de los 
operarios de embarcaciones españolas. 


Por otra parte, el proyecto establece permisos de pesca de cinco y hasta diez años, mientras que ustedes 
hablan de quince años. En el día de ayer recibimos la visita de funcionarios de la DINARA quienes objetaron 
que sean de diez años y entienden que deberían ser de cinco. Quiero que me amplíen el argumento que tienen 
ustedes para solicitar los quince años. 


SEÑOR MOLINA.- El cierre de las empresas hay que ubicarlo en el contexto en el que sucedió. 
Cuando vino esta misión de la Unión Europea a fines de 2007, habían transcurrido más de ocho años 
desde la llegada de la última misión. Es decir que el país y la pesca no estaban preparados para recibir 
una misión de ese tipo. Además, faltaba la gimnasia que realizan estas misiones cuando vienen 
periódicamente, como ocurre en el caso de la industria cárnica. Esa era la realidad de la pesca. Los 
grandes problemas no eran los que varias veces se han mencionado en la prensa relativos a temas 
sanitarios, sino que lo que le faltaba al Uruguay era una actualización de la legislación en materia 
alimentaria con respecto a la que existe en Europa. Indudablemente, en ello la Administración ha 
tenido una omisión muy importante. Cuando llega esa misión no se estaba al tanto de una nueva 
normativa que regulaba los aspectos de la pesca desde hacía dos años. Las empresas y el Estado no 
admitían que se vendiera un producto malo para la salud, pero no se cumplía con varios aspectos 
normativos que habían tenido cambios. Tradicionalmente, hasta entonces, había una legislación en 
materia higiénico-sanitaria específica para la carne, otra para la pesca y otra para las aves, según el 
tipo de industria de alimentos de que se tratara. A partir de los sucesos ocurridos en el mundo la 
enfermedad de la vaca loca, la gripe aviar, etcétera se estableció una normativa de carácter mucho más 
general. Entonces, hubo una serie de cambios y exigencias en los que el Uruguay no estaba actualizado. 
Eso, sumado a las carencias que tenía la DINARA en esos momentos, determinó que la misión tuviera 
ese resultado final. [Y no era un tema de exclusiva responsabilidad de la Administración que estaba en 
el momento en que vino la inspección, sino que en la DINARA se venía dando un proceso de deterioro 
del aparato encargado de este tema desde un tiempo prolongado. Eso, que precisamente causó el cierre 
de prácticamente la totalidad de las empresas que comercializaban para Europa, hizo que rápidamente 
las empresas reaccionáramos, porque había algunas que eran muy dependientes del mercado europeo. 
La demostración más clara de que la cosa pasaba mucho más por aspectos de tipo formal y normativo 
que locativos y que tuvieran que ver con la sanidad de los productos es que a los seis meses de estar 
cerrados ya había empresas nuevamente rehabilitadas para exportar a dicho mercado. A los cuatro 
meses vino una nueva misión y encontró las cosas como se debían encontrar. ¿Qué fue eso? Fue un 
esfuerzo muy grande realizado por el sector privado y por el propio Estado. Con el esfuerzo que se 
realizó en la DINARA, con un grupo determinado de gente no la totalidad, más apoyo el Ministerio de 


Ganadería, Agricultura y Pesca a través del Servicio de Sanidad Animal, y el empuje que teníamos que 
poner los privados al tema, en tiempo récord se logró que Uruguay fuese dado nuevamente de alta 
para el ingreso de los productos de algunas empresas. Para otras, lógicamente, demoró un poco más de 
tiempo, pero en el lapso de un año, todas aquellas empresas que habían sido dadas de baja quedaron 
habilitadas. 


Allí hubo un trabajo muy fuerte, pero después estaba el desafío de mantener eso. Por la parte del sector 
privado nos encontramos con que nosotros también tenemos que estar al tanto y al día con la normativa 
internacional que requieren a la autoridad competente uruguaya, que es la que da garantías sobre la normativa 
europea, y muchas veces somos nosotros los que estamos golpeando la puerta de la DINARA para decirle: 
"No se duerman en esto", "Ojo con aquello". Y creo que es sano y es bueno, en la medida en que del otro lado 
hay una respuesta. No nos cabe duda de que de la DINARA que recibió a la misión en 2007 a la que hay 
actualmente ha habido cambios muy importantes; se ha mejorado muchísimo en esos aspectos. Por supuesto 
que hay muchísimas cosas para mejorar aún. 


Entonces, hoy hablé de la gestión y demás, y esta pregunta marca un claro aspecto: se estaba mal, se 
reconoció, se trabajó para mejorar y se mejoró, con pocas herramientas. Hay que dotar a la DINARA de las 
herramientas necesarias para que pueda seguir mejorando. Esa es la respuesta a esta pregunta porque lo que sí 
es claro es que el mundo, cada día, en este tipo de materias es cada vez más exigente y ronda hasta lo ilógico 
ya que, muchas veces, nos exigen cosas que ellos mismos no tienen en su propio mercado, pero son los 
dueños del mercado y son los que lo establecen. Allí, el Uruguay, en su condición de país pequeño, no tiene 
más remedio que cumplir a rajatabla con esa normativa. Hay claros ejemplos en la materia pesquera. Un año 
antes que en Uruguay, la misión estuvo en Argentina, con la que somos muy similares en cuanto al nivel de 
industrias y de tipos de productos que trabajamos, y tal vez no seamos nosotros los más indicados para 
decirlo, pero tenemos un nivel aun superior a su estándar en instalaciones en tierra y de plantas. Sin embargo, 
Argentina nunca tuvo un problema de cierre de su acceso al mercado y sí lo tuvo el Uruguay. Entonces, ahí 
también hay un tema de tamaño de país y de intereses en juego que, llegado el momento, tiene un peso 
relativo importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo que el Parlamento, a instancias de la DINARA y del Ministerio, 
hizo un aporte en ese sentido, sancionando creo que fue en 2009 un proyecto de ley de actualización de 
normas a la normativa internacionales. 


La segunda pregunta del señor Diputado Casas tenía que ver con la situación de los barcos españoles, que fue 
planteada hace días por el señor Diputado Goñi y respecto a la cual ayer recibimos una delegación. 


SEÑOR PIÑEIRO.- No estamos muy al tanto específicamente del tema de los barcos españoles, aunque 
tenemos conocimiento del problema. Ellos tienen algunos tripulantes, aparentemente, sobre todo 
peruanos, representados por abogados uruguayos que hacen reclamaciones laborales ante la Justicia 
uruguaya y esta asume competencia en ese sentido. El problema es que se ha convertido en una especie 
de chantaje a los barcos de bandera extranjera, porque se les prohíbe el zarpe y eso les genera un 
montón de perjuicios, y después se empieza a tratar de negociar con los abogados y las empresas. 


Independientemente de la parte legal, que no conocemos, nos parece que esto está ocasionando un perjuicio 
para la actividad portuaria, porque no es algo de ahora, sino que empezó hace unos años con un barco y ha 
ido en aumento. Nosotros es un tema que vemos de afuera porque trabajamos, fundamentalmente, con 
tripulación nacional, pero creemos que si esto sigue y cualquier tripulante puede hacer una reclamación 
laboral aquí, estos casos van a ir aumentando, lo que generará un problema al país. 


SEÑOR SÍRTORL.- Los asociados de las Cámaras no tienen barcos de bandera extranjera. El ciento 
por ciento de la flota pesquera de las Cámaras que estamos aquí presentes es de bandera nacional. 


Hace una semana, le pregunté a un jurista Grado 5 si sabía algo de esto y me dijo que el Uruguay tiene que 
recibir las demandas cualquiera sea el barco del mundo que venga y haga acá un problema. Estamos 
enterados de que hay alguno que está embargado. Se habla de un fondo de reserva para las garantías, pero 
realmente estamos fuera de ese problema, no lo tenemos claro, pero creemos que es cierto que va a haber 


perjuicios. Si esos barcos dejaran de venir, Uruguay dejaría de recibir unos cuantos millones de dólares. Son 
barcos que se abastecen en Uruguay. 


SEÑOR MOLINA.- No voy a responder específicamente a la pregunta concreta sobre el problema de 
esos tripulantes de los buques de bandera extranjera porque, como se ha dicho, no conocemos en 
detalle el tema, pero el reclamo desmedido es algo que en Derecho Laboral sucede habitualmente, no 
solo con buques de bandera extranjera: muchas veces se pide 1.000 para lograr 10. Quienes están en la 
actividad saben que, desde que existe la posibilidad de hacer un reclamo, los montos que se establecen 
poco tienen que ver con el hecho real asociado. 


Ya que se tocó el tema de buques de bandera extranjera, no quisiera dejar de tocar en este ámbito otro asunto. 
Nuestra Cámara en particular siempre ha visto en forma crítica el hecho de dar ingreso a los buques de 
bandera extranjera en nuestro puerto en materia pesquera. Siempre se ha asociado esto a la venta de servicios 
portuarios y anexos como puede ser el abastecimiento de una nave, pero no se tiene en cuenta un aspecto 
sustancial que hace a los caladeros donde operan esas grandes flotas, donde muchas veces escapan del 
control del Estado y afectan los recursos. Un buque de bandera extranjera que opera en el Atlántico 
sudoccidental, más allá de que opere en la milla 200,1, sin duda, está afectando la riqueza ictícola que debe 
ser explotación de los buques de pabellón nacional. Los peces no saben qué son la milla 200 y la 201. 


Entonces, en ese aspecto creemos que no es adecuado promover permanentemente la actividad de la flota de 
bandera extranjera otorgándole facilidades de acceso al puerto. 


El otro tema que viene concomitantemente con esto es la competencia desleal que se hace por una misma 
mano de obra. En un buque, como en una empresa nacional, tenemos trabajadores nacionales que están 
inscriptos, pagamos sus tributos, sus cajas de jubilaciones y demás, y muchas veces son tentados por buques 
de banderas extranjeras donde el marco normativo no es el mismo que tenemos los nacionales. Por lo tanto, 
otra vez la misma situación que planteé anteriormente: en pos de vender un servicio de atraque a muelle y de 
abastecimiento, que no deja una gran rentabilidad, se está perdiendo por otro lado mucho de lo que los 
buques nacionales podrían pescar. Además, estos barcos son los mismos que después compiten en el mercado 
internacional ofreciendo el mismo tipo de producto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay una tercera pregunta del señor Diputado que queda pendiente, relativa a 
los plazos de los permisos y a la opinión de los trabajadores de la DINARA, que estuvieron ayer acá. 


SEÑOR MOLINA.- Eso es un tema de sentido común. Aquel que hace una inversión y una inversión 
importante, porque la inversión en capital que necesita cualquier emprendimiento pesquero es muy 
grande, lógicamente, quiere tener por el mayor tiempo posible esa concesión. Y en la legislación 
comparada se podrá ver los distintos períodos que se pueden manejar. 


Vuelvo un poco sobre lo mismo. El problema no está en si son cinco, diez o veinte años lógicamente el 
empresario va a querer que sean cien; el secreto de esto es que debo utilizar bien esa herramienta que el 
Estado me otorgó. Si al otro día la estoy usando mal, tengo que perderla y si la estoy usando para los fines 
con los cuales me fue otorgada, debo tener la tranquilidad de que la voy a tener por el resto de mi vida. Ese es 
el concepto que debe estar plasmado detrás, no el temor a "Yo te doy el permiso y yo te lo puedo sacar". 


¡Cuidado con a quiénes damos las herramientas! Todos somos humanos y muchos se manejan en forma 
desacertada. 


SEÑOR LAXAGUE.- Ya que se hicieron unas preguntas con respecto a los permisos, comentando un 
poco las falencias que tiene este proyecto, cabe destacar que, por ejemplo, el artículo 37 habla de la 
caducidad del permiso de pesca cuando el barco deje de operar por más de ciento veinte días. 


Los barcos de la Cámara de Armadores están parados desde hace más de treinta días. Desde el año 1985 
firmamos convenios colectivos, siempre los tenemos vigentes y no navegamos un solo día sin ellos, pero 
ahora estamos parados. O sea que, de aplicarse este artículo del proyecto de ley, de los ciento vente días ya 
nos quedan treinta y tres días menos. 


Hay un armador uruguayo que tiene barcos que también están parados ahora, que tiene plantas pesqueras, que 
es un exportador importante, que da mucha mano de obra, que invierte o reinvierte en el país. Tiene un barco 
de bandera nacional que hace dos años que está parado porque no logra ponerse de acuerdo con el sindicato, 
que no le da tripulación si no acepta determinados reclamos para salir a navegar. ¡Hace dos años que está 
parado! Entonces, yo pregunto: si se aplica este proyecto de ley, ¿qué va a hacer la DINARA? Tiene que 
sacarle el permiso al otro día, porque no dice, como antes, tantos días o causa de fuerza mayor. Si usted tiene 
que traer un cigileñal para un barco de ese tipo, podrá hacerlo en ciento veinte días o en doscientos. Este 
proyecto tal vez se hizo con la mejor buena intención, pero debemos tener cuidado, porque como este caso 
puede haber otros 


Muchas veces se dice que se dictan normas con nombre y apellido; en este caso, puede ser así pero para 
perjudicar. Doy este ejemplo real, que lamentablemente no es una anécdota, y los señores Diputados lo 
pueden corroborar. Se trata de un barco que hace dos años que está parado; o sea que está condenado a perder 
el permiso de pesca. 


SEÑOR FLORES.- No debemos olvidar que se trata de una industria y, como bien dijo el contador 
Molina, hay que dar determinadas garantías a los inversores que estamos trabajando y a los que 
pueden venir. Lo único que hace lo que mencionaba el señor Laxague es encarecer la producción, 
porque el riesgo es mucho mayor. 


Hoy hablábamos de la Unión Europea. Las plantas que fuimos observadas levantamos las observaciones, 
pero para exportar a ese mercado se requiere recibir pescado de barcos que estén habilitados. En nuestra flota 
hay pocos barcos habilitados y no tienen todas las condiciones necesarias para ello. Para la mayoría de 
nosotros sobre todo los que tenemos barcos corvineros la Unión Europea no es un buen negocio, no le 
exportamos. Si ustedes miran, por ejemplo, la exportación de corvina, casi no tiene como destino la Unión 
Europea. Nos interesa tener la habilitación porque nos importa que el país siga habilitado para todos los 
mercados, pero no es un negocio desde el punto de vista de la rentabilidad. 


Los barcos habilitados venden su producto al mismo precio que los que no lo están, porque como no es un 
mercado interesante no se puede pagar más. Esos barcos, al no estar habilitados, pueden recibir sanciones u 
observaciones de la DINARA por exigencias que son muy estrictas, aunque son menores porque se pueden 
levantar. Sin embargo, el proyecto establece que la renovación de un permiso está sujeta a si hubo alguna 
sanción. Entonces, el riesgo de poner a trabajar un barco para la Unión Europea es mucho mayor que no 
ponerlo. Termina siendo mejor negocio recibir corvina, procesarla entera y venderla a China o a África que 
tratar de ponerle valor agregado. 


Entonces, una ley tiene que cuidar esos detalles porque si no, va contra el espíritu con que se redacta. 
Debemos tratar de lograr la mayor rentabilidad para el país, el mayor valor agregado, la mayor ocupación, 
pero si no cuidamos esos detalles, se hace contraproducente. Se termina obteniendo el objetivo contrario a la 
intención de quienes redactaron la norma, que es desarrollar la industria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En alguna medida, vuestras apreciaciones coinciden términos más, términos 
menos con las que realizaron acá también los trabajadores del mar, sobre todo en una cuestión que me 
parece central, y es la que quiero plantear 


Alguno de ustedes mencionó al pasar el tema de las políticas estratégicas y los trabajadores del mar hablaban 
de políticas nacionales de pesca. Ellos consideraban y creo que también es un poco el espíritu de ustedes que 
antes de elaborar un proyecto de ley se debían discutir y definir con claridad las políticas nacionales de pesca. 


En ese sentido, quizás un solo artículo sea demasiado pobre como para marcar con claridad las políticas 
nacionales de pesca. El artículo 1* dice: "Interés general y soberanía alimentaria. Se declara de interés general 
la conservación, la investigación, el desarrollo sostenible y el aprovechamiento responsable de los recursos 
hidrobiológicos y los ecosistemas que los contienen". 


Me parece que eso es importante, pero quisiera que, en la medida de lo posible, profundicen en lo de las 
políticas estratégicas y me gustaría saber si coinciden con el planteo que hicieron los trabajadores en cuanto a 
definir las políticas nacionales de pesca antes de empezar a considerar un proyecto de ley como el que está en 
discusión. 


SEÑOR PIÑEIRO.- No sé bien a qué se refieren los trabajadores, que hoy están reclamando una flota 
pesquera estatal y un Ente testigo, con lo que nosotros no estamos de acuerdo. 


La estrategia es muy amplia pero una de las cuestiones principales que reclamamos es que la DINARA sea 
como el INAC, que haya un organismo público no estatal en el que todos tengamos participación y podamos 
volcar nuestras experiencias y, a partir de ahí, desarrollar los proyectos de la pesca. Hay un montón de 
experiencias en ese sentido: el INAC, el INIA, el INAVI; hay un organismo de este tipo para el sector del 
arroz. Desde nuestro punto de vista, es uno de los aspectos principales para empezar. 


En la DINARA se generó una mesa consultiva sobre la pesca, en la que estaban representados empresarios, 
trabajadores y todos los que tienen que ver con el sector. Se nos ha convocado y hemos participado. Durante 
la Administración pasada se instaló dos veces y llegamos a consensos, pero luego fueron desechados porque 
ese tipo de mesas no son vinculantes. Entonces, después no se reunió más porque cuando se llegaba a 
conclusiones que no coincidían con lo que deseaba la Administración, se desechaban y al no ser vinculantes y 
no hacerse nada con las decisiones que salían, empieza a haber un descreimiento en la eficiencia de ese tipo 
de instrumentos por parte de los que participan. 


Este proyecto de ley habla de un consejo consultivo pero creo que es más de lo mismo, porque establece que 
sus decisiones tampoco son vinculantes. Hablamos, deliberamos, tratamos de ponernos de acuerdo, de llegar 
a consensos, de generar ideas y demás, y después se actúa según la política de cada Administración. No me 
refiero solo a esta, porque las mesas también funcionaron durante la Administración colorada anterior, y 
sucedió exactamente lo mismo. Lo que pasa es que se frustra la posibilidad de generar estrategias y 
elementos que puedan dinamizar la actividad que desarrollamos. 


SEÑOR LAXAGUE.- En el documento de CAPU que leyó al comienzo el señor Ricardo Piñeiro se 
menciona la flexibilización de la ley que exige el ciento por ciento de tripulación nacional. 


Cuando se empezó a tratar ese proyecto, concurrimos varias veces al Parlamento y expresamos que iba a ser 
un error, que ante rumores de la aprobación de la ley ya se habían ido cinco barcos. Vinimos otra vez y les 
dijimos: "Miren que se van ocho barcos" 


El Parlamento la aprobó. En números redondos, había ciento treinta barcos; ahora hay setenta. Incluso, 
dijimos: "En este momento tenemos el vaso medio lleno: el 50% es tripulación nacional. Si aprueban la ley 
vamos a tener el vaso totalmente vacío". Lamentablemente, se dio lo que nosotros sosteníamos: hoy, el vaso 
está casi vacío con respecto a barcos de bandera extranjera, a los que se exige el 90% de tripulación nacional. 


En reuniones con el sindicato con el que tenemos relación porque nos conocemos desde hace muchos años 
con sus dirigentes, a pesar de este "impasse" de treinta días por la negociación del convenio preguntamos si 
no creen que fue un error haber propiciado esa ley, y por lo bajo entienden que sí, por lo menos alguno de los 
tres sindicatos que tenemos a bordo: de los patrones, de los maquinistas y de los marineros, es decir, el 
SUNTMA. 


SEÑOR SÍRTORI.- El señor Presidente hablaba de estrategias. Yo digo que las estrategias hay que 
dejarlas bien claras pero después hay que cumplirlas. Una estrategia del Uruguay es la pesca de 
corvina. Nosotros repartimos con Argentina el cupo de corvina autorizado para el Río de la Plata y hoy 
no lo estamos pescando. Quiere decir que a la fecha de hoy hay una cantidad de barcos argentinos 
buscando corvina y los uruguayos no la sacamos. Tengo la percepción no lo puedo probar en este 
momento de que por primera vez en treinta años los argentinos están pescando más corvina que 
nosotros; estamos perdiendo recursos. ¿Qué implica esto? Primero, que la flota esté parada. Este tema 
no ha sido motivo de esta convocatoria, que se debió al proyecto de ley de pesca, pero yo leo todo y leí 
que hace unos días dijeron que hay un "lock out' patronal. No es así; estamos prontos para salir 
mañana. Ayer contamos los barcos y son cuarenta y seis que están prontos, principalmente los treinta y 
tres que se dedican a la corvina; les podemos poner el hielo, la gente, y podemos salir a pescar mañana. 
¿Cómo puede hablarse de "lock out" patronal cuando las dos partes dicen que están listas para salir? 
Entonces, ¿por qué estamos parados? Hay algo extraño que no sé que es, pero la estrategia de la que se 
hablaba debe ser cumplida en los hechos. 


Por ejemplo, si yo sé que voy a empezar una zafra en estos días ahora ya estamos en julio; ya estamos mal y 
voy a pescar mucho, tengo por costumbre, desde hace veinticinco años, empezar a discutir el convenio el 1* 
de mayo, porque si a alguien no le dan lo que quiere, no va a pescar, pero no va a pescar cuando se pesca 
más, que es hoy y estamos parados. 


Quería que en la versión taquigráfica quedara constancia de que la Cámara de Industrias Pesqueras del 
Uruguay está pronta para salir a pescar cuando alguien quiera. Esto es muy importante, porque lo que yo no 
pesco hoy no sé si lo está pescando otro, pero se nos va el tiempo de pescarlo. Y hay una realidad: estamos 
repartiendo algo donde siempre fuimos mejores, donde hay un coeficiente por el que Uruguay está 
beneficiado por los antecedentes que tuvo y me lo hacen perder despacito. No los vamos a echar, también 
están perdiendo jornales; estamos perdiendo todos algo. A su vez, la paralización nos cuesta porque seguimos 
pagando permiso de pesca, muellaje, serenos, DGI, BPS, todo el esquema de una empresa que está 
funcionando pero no produce porque los barcos están quietos allí. Es más: la Administración Nacional de 
Puertos nos ha pedido un seguro adicional de US$ 400.000 por si los barcos hacen algún daño ambiental por 
estar parados allí, y son costos que se van sumando. Además, quizás se hayan enterado por la prensa de que 
no podemos negociar más de dos años, hasta donde creemos que vamos a llegar antes de parar todo, por el 
famoso 27% del BPS, por la ley del tres por dos. Estamos en una realidad extraña y todavía estamos parados 
un mes, dos o tres. Pero la historia de los convenios siempre ha hecho que hayamos estado dos o tres meses 
parados en la zafra. Eso sucedió en 1999, en 2003, en 2005, en 2007 y ahora; esa es la historia. En mis 
cálculos tengo que saber que la zafra tal vez la voy a perder o no, porque de repente salimos dentro de quince 
días y pescamos mucho también hay que tener en cuenta los vientos, los fríos, etcétera, pero lo que estoy 
diciendo y que quiero que quede claro es que hoy estamos parados aunque estamos prontos para salir a pescar 
mañana. 


SEÑOR CASAS.- El señor Laxague se refería a embarcaciones de bandera extranjera ¿pero se trata de 
bandera o capitales extranjeros? 


SEÑOR PIÑEIRO.- Precisamente quería aclarar eso. En realidad se trata de inversores extranjeros 
pero los barcos son de bandera uruguaya. Ampliando lo que decía Laxague puedo decir que el 
Uruguay tenía una flota de barcos calamareros o costeros que a raíz de esta ley hoy ya no tiene; no 
tenemos ninguno. Eso nos genera un problema con Argentina, que también pesca calamar, ya que 
Uruguay dejó de pescar calamar desde el año pasado. Por otro lado, también se generó un problema 
con los barcos atuneros. La flota atunera que tenía Uruguay prácticamente hoy no existe; creo que 
quedan uno o dos barcos, lo que se debe en parte a problemas gremiales y también a la cantidad de 
marineros extranjeros que pueden llevar los barcos, porque se trata de pescas específicas en las que se 
necesita tener tripulación extranjera especializada. 


Como ustedes saben, Uruguay tiene una cuota de ICCAT que es la que internacionalmente regula los cupos 
que se pueden pescar de atún y pez espada, que no la está cumpliendo porque no tiene flota. Lo que se ha 
hecho fue realizar un acuerdo con unos barcos japoneses para pescar y generar algo de cuota. Y da la 
paradoja de que los barcos japoneses vienen con bandera japonesa y su tripulación no es japonesa sino 
indonesia. Entonces, sacamos una ley que establece que el ciento por ciento de la población debe ser 
uruguaya pero terminamos pescando con barcos japoneses con tripulación indonesia. Por eso decimos que 
ese es un tema que hay que rever y tal vez no se deba volver a lo mismo, pero lo que está pasando hoy es que 
hay otros barcos que pescan merluza negra, que también se están retirando de la bandera uruguaya y eso va a 
hacer que el Uruguay pierda cupos en el Tratado Antártico, en el CRUMA, que determina cupos de pesca de 
merluza negra, y a nivel internacional los cupos de pesca se mantienen si se pesca, pero si no se pesca se 
pierden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La presencia de ustedes ha sido muy instructiva. De pesca sabemos poco y el 
país en general también sabe poco. A pesar de que el Ministerio se llama de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, por lo general lo asociamos con la ganadería casi exclusivamente, en los últimos tiempos 
también un poco con la agricultura y casi nada con la pesca. Hace pocos días un trabajador decía que 
cuando preguntaban qué significaba la "P" de la sigla del Ministerio, había gente que no sabía. 
Nosotros no escapamos a esa realidad pero algunos tratamos de informarnos y podemos saber algo 
más. 


Los temas aquí tratados serán trasladados a los ámbitos que corresponda, porque nos parece que ameritan una 
discusión detenida ya que no se trata de un proyecto de ley cualquiera. El señor Piñeiro dijo algo que anoté y 
subrayé que ya había escuchado de parte de algún asesor, que tiene que ver con DINARA como ente público 
no estatal o alguna figura parecida. En eso coinciden todos por lo menos ninguno de los presentes se opuso, y 
si no recuerdo mal se mencionó algo al respecto cuando estuvieron presentes los trabajadores. Eso es algo 
que debemos estudiar y aparentemente sería importante que así funcionara. 


También se hizo referencia al Consejo Consultivo que se pretende crear, que como bien se dijo no es 
vinculante, pero donde tienen participación los armadores, pescadores y, en general, casi todos los 
involucrados en el tema. 


Les agradecemos mucho la visita y estamos a las órdenes. 


(Se retiran de Sala las delegaciones de la Cámara de Industrias Pesqueras del Uruguay, CIPU, y de la Cámara 
de Armadores de Embarcaciones Pesqueras del Uruguay, CAPU) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


